
El conflicto desencadenado por 
Estados Unidos e Israel en Orien-
te Próximo y su efecto sobre los 
precios energéticos está impac-
tando en un punto débil del sis-
tema eléctrico español: la opera-
ción reforzada que aplica el ope-
rador, Red Eléctrica (REE), desde 
el apagón sufrido el pasado 28 de 
abril en toda la península Ibérica. 

Dicha operación, conocida co-
mo escudo antiapagón,  consiste 
esencialmente en la programa-
ción masiva de centrales de  ciclo 
combinado de gas que, al ser sín-
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cronas, pueden absorber de ma-
nera automática posibles altera-
ciones de tensión en las redes, 
causa del cero eléctrico del año 
pasado. Frente a los siete ciclos 
programados en toda España el 
día del blackout, REE ha venido 
programando desde entonces 
una media de 25 centrales de es-
te tipo (hasta 30, en momentos 
puntuales) a través de las llama-
das restricciones técnicas, que 
son mucho más caras. 

Se trata de un mecanismo 
para corregir en tiempo real los 
desequilibrios inesperados entre 
producción y demanda y las inci-
dencias en la red, por el que REE 

modifica sus programas, con cos-
tes adicionales, para asegurar la 
seguridad del suministro. 

Las restricciones técnicas por 
la operación reforzada (esta pue-
de suponer un 40% de aquellas) se 
han agravado en las últimas sema-
nas por la escalada de los precios 
internacionales del gas natural, 
que se han disparado desde el ini-
cio del conflicto: el del hub espa-
ñol del gas, Mibgas, ha  aumentado 
un 60%, hasta 48,60 euros/MWh, 
y el del mercado de referencia 
europeo, el TTF holandés, un 
57%, hasta 49,60 euros/MWh. 
Precisamente, los costes de las res-
tricciones técnicas (que  incluyen 

el escudo antiapagón), han ido a 
la par de las  cotizaciones del gas. 
Así, según datos públicos de REE, 
en los 12 primeros días de la gue-
rra, respecto a los 12 días previos, 
el ingreso unitario que han recibi-
do las instalaciones programadas 
del sistema (esencialmente, ciclos 
combinados, y muy raramente, 
alguna nuclear) ha pasado de 143 
euros/MWh a 227 euros/MWh, 
lo que supone un incremento del 
58% y un  coste adicional en el sis-
tema de unos 103 millones de eu-
ros (8,6 millones por día).

Según REE, “lo que ha cam-
biado es que ha subido el pre-
cio del gas” y “las empresas de 

generación han subido el de 
las ofertas de restricciones”. Si 
bien la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia 
(CNMC) es la responsable de vi-
gilar las ofertas de los sujetos 
de mercado. Ciertamente, las 
energéticas con un parque ma-
yor de ciclos combinados se es-
tán beneficiando de la coyuntu-
ra,  especialmente Naturgy, que, 
además, cuenta con contratos 
de suministro con grandes pro-
ductores, como  Argelia y Rusia, 
a precios muy inferiores de los 
que cobra a sus clientes que es-
tán referenciados al Mibgas. La 
energética que preside Francisco 
Reynés obtuvo el año pasado un 
beneficio bruto de explotación 
(ebitda) de 563 millones de eu-
ros por su negocio de generación 
térmica de gas, cuya producción, 
en el caso de los ciclos, se incre-
mentó un 63%. 

El coste del escudo antiapagón de Red Eléctrica  
sube un 58% desde el inicio del conflicto

ESCALADA BÉLICA EN ORIENTE PRÓXIMO

El Gobierno de coalición se con-
cede unos días más de margen an-
tes de activar el primer paquete 
de medidas para amortiguar el 
impacto económico que  empieza 
a provocar en España la guerra 
desatada en Oriente Próximo. El 
Ejecutivo trabaja en un plan de 
respuesta que incluirá medidas 
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fiscales, energéticas y sociales, 
pero ha optado por aplazar más 
allá del Consejo de Ministros del 
próximo martes la aprobación del 
grueso de iniciativas. Para ello ne-
cesitará un real decreto (o varios), 
que debe ser convalidado por el 
Congreso en el plazo de un mes, 
lo que obliga al Gobierno a reca-
bar todos los apoyos posibles para 
asegurarse la luz verde.

La Moncloa quiere evitar pre-
cipitarse en un contexto muy 
cambiante, marcado por la ines-
tabilidad y los continuos vaivenes 
que llegan desde la Casa Blanca. 
La escalada bélica tras el ataque 
de Estados Unidos e Israel sobre 
Irán ya empieza a dejar huella en 
la economía española, pero por 
ahora lo hace de forma limitada. 

A diferencia de lo ocurrido tras el 
estallido de la guerra de Ucrania, 
en 2022, el impacto se concentra 
de momento en los carburantes, 
cuyos precios se han disparado en 
apenas una semana. Mientras, los 
precios de la luz y los alimentos 
ofrecen cierta tregua, lo que en el 
Ejecutivo interpretan como una 
señal de que todavía hay margen 
para calibrar la respuesta. A eso 
se le añade que el Consejo Euro-
peo reunirá a los máximos man-
datarios del continente el 19 y el 
20 de marzo, dos días  después del 
próximo Consejo de Ministros.

Po r  e s o,  s e gú n  ex p l i -
can fuentes conocedoras de 
las conversaciones, el grue-
so del paquete  anticrisis podría 
retrasarse algunos días más, pos-

El Gobierno se toma tiempo con 
las medidas para contener la crisis

El grueso de las 
disposiciones paliativas  
para los sectores  
más golpeados no irán 
al Consejo del martes

Una gasolinera en Barcelona. DAVID ZORRAKINO (EP)

poniéndose  incluso hasta después 
de la  reunión de los líderes comu-
nitarios. No obstante, el Gobierno 
no descarta taxativamente apro-
bar ya el martes algunas medidas 
paliativas dirigidas a los sectores 
más expuestos al encarecimien-
to de la gasolina y el diésel, como 
el transporte o la agricultura. Las 
fuentes consultadas confirman 
que, en la tarde del viernes, los 
ministerios implicados seguían 
sin  concretar las posibles medi-
das de cara al martes.

La cuestión de acertar los tem-
pos en la respuesta a la crisis ener-
gética cobra una  importancia cre-
ciente al constatarse que, de en-
trada, no hay unanimidad en el 
seno del propio Gobierno a la hora 
de determinar cuándo y qué ini-
ciativas aprobar para mitigar los 
efectos de la escalada  bélica. Ade-
más, el Ejecutivo hace malabares 
para negociar la  distribución de 
las futuras medidas en distintos 
instrumentos legales para facilitar 
que estos sean aprobados por una 
mayoría en el Congreso. El objeti-
vo es evitar que lo aprobado en el 
Consejo no  decaiga un mes des-
pués, como ya sucedió con el escu-
do social que se prorrogaba desde 
la pandemia y la guerra de Ucra-
nia, y que al final hubo que tro-
cear a principios de este año para 
salvar al menos una parte.

La fricción principal dentro 
del Ejecutivo surgió la mañana del 
jueves, después de que la vicepre-
sidenta segunda del  Gobierno y 
ministra de Trabajo,  Yolanda Díaz, 
anunciara a primera hora que las 
primeras medidas se aprobarían 
el próximo martes. Horas des-
pués, el ministro de Economía, 
Carlos Cuerpo, enfrió esta posi-
bilidad y se limitó a asegurar que 
el Gobierno actuaría “con celeri-
dad” y daría luz verde a las me-
didas en los “próximos días”, sin 
concretar fechas.

Alguna de las medidas esbo-
zadas el jueves por Cuerpo —que 
avanzó que se utilizarán “elemen-
tos fiscales” específicamente para 
los sectores del campo y el trans-
porte por carretera, más afecta-
dos por el encarecimiento de los 
carburantes— sí podrían apro-
barse este martes. Así, algunas 

fuentes no cierran la puerta a que 
se dé el visto bueno a algún ali-
vio para la factura del gasóleo de 
los transportistas que, agrupados 
en el Comité Nacional de Trans-
porte por Carretera (CNTC), ya se 
 reunieron de urgencia el miérco-
les con el ministro de  Transportes, 
Óscar Puente. La principal de-
manda de los transportistas es un 
mínimo de 25 céntimos de boni-
ficación por litro de gasóleo, ga-
solina, AdBlue (un complemento 
para vehículos diésel) o por kilo-
gramo de gas comprimido.

Se trata de una ayuda muy si-
milar a la otorgada en 2022 por la 
crisis originada tras el comienzo 
de la guerra de Ucrania, si bien 
Cuerpo insistió el jueves, en rei-
teradas ocasiones, en que la situa-
ción actual no es comparable a la 
de hace cuatro años. Esto le llevó 
a rebajar las posibles necesidades 

en materia de apoyos, precisando 
que la fórmula de las bonificacio-
nes no era la preferida por el Eje-
cutivo. El titular de Economía, no 
obstante, dijo que “no se descarta 
ninguna medida”. En la celeridad 
de adoptar una respuesta para los 
transportistas influye también la 
fuerte capacidad de presión del 
colectivo, por el que pasa buena 
parte del suministro de bienes y 
que en el pasado ha protagoniza-
do sonoras protestas.

Además de la asistencia al cam-
po y el transporte, el  Gobierno ba-
raja otras medidas fiscales como 
la reducción del IVA de la ener-
gía, además del despliegue de los 
 expedientes de suspensión tem-
poral de empleo o la reactivación 
de parte del escudo social. 

La principal demanda  
de los transportistas  
es un mínimo de  
25 céntimos por litro

El 19 y el 20  
de marzo se reúnen 
los mandatarios  
del Consejo Europeo
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